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  PRÓLOGO


  Aunque este libro está dedicado a la historia del federalismo latinoamericano, lo preceden dos capítulos relativos a la independencia de las colonias angloamericanas cuyo contenido permite útiles inferencias comparativas con las iberoamericanas. Ellos exponen los resultados de un reciente estudio que busca explicar las cruciales diferencias existentes en las génesis de los respectivos sistemas representativos —incluyendo la diversidad de formación universitaria de las élites políticas—. Se trata de un asunto de capital importancia para la comprensión de esa historia, razón por la cual integran su Primera Parte, pero cuya investigación ofrece también algunas claves para explicar las vicisitudes de las actuales repúblicas latinoamericanas.


  El auge de las teorías raciales desde la segunda mitad del siglo XIX y la inclinación romántica a postular la homogeneidad cultural de cada país mediante lo que se denominaba el “carácter de los pueblos” son dos de los principales factores que condicionaron una forma de explicar la disparidad de resultados de las independencias de las repúblicas americanas, la anglosajona y las de origen ibérico, atribuyéndolas a causas raciales o a la diferente naturaleza de cada cultura.


  Mientras el paulatino descrédito de las teorías raciales debilitó ese tipo de enfoque, la profunda atracción que ejerce todavía la tendencia a explicar el curso de los acontecimientos históricos como efecto de idiosincrasias nacionales, o como producto de la diferencia de culturas continúa impidiendo una adecuada comprensión de las distintas historias del sistema representativo y del federalismo en las ex colonias inglesas e ibéricas. Considero, en cambio, que puede obtenerse una mejor perspectiva comparando los procesos que llevaron a su actual conformación. Tal es la razón por la que este libro se abre con ese análisis comparativo, imprescindible para comprender la historia del denominado “federalismo” y del régimen representativo en los países que reemplazaron a las ex colonias ibéricas.


  La nueva interpretación del “federalismo latinoamericano”


  En cuanto respecta al federalismo, una parte del libro está dedicada a la historia del argentino, con cuyo estudio comencé la investigación que me permitió obtener una nueva visión del asunto, mientras que el resto examina la validez de los resultados de ese trabajo en los casos de otras regiones de Iberoamérica. Los capítulos sobre el federalismo argentino desarrollan las conclusiones que expuse en marzo de 1992 en una reunión realizada en El Colegio de México y publicadas al año siguiente.1 El texto que presenté entonces contenía dos tesis innovadoras que obligaban a variar sustancialmente la visión de la historia del siglo XIX argentino y, por extensión, del iberoamericano. Una de ellas sostenía que hacia 1810, al comienzo del proceso de la independencia, la Argentina no existía y que la correspondiente nacionalidad fue en realidad fruto y no causa del proceso de la independencia, criterio que comprobaría inmediatamente como válido para otros casos latinoamericanos.


  La otra tesis, de mayor importancia pues trascendía, y en realidad englobaba, a la anterior, afirmaba que lo que habíamos llamado federalismo no era lo que habitualmente se entiende por tal, sino algo que, empleando un neologismo, decidí denominar confederacionismo, esto es, la preferencia por esa antigua forma de organización política, la confederación, mediante la cual Estados soberanos que por diversos motivos necesitan unirse a otros lo hacen sin perder su independencia soberana. Un criterio que también se reveló válido para otros países iberoamericanos.


  Un año después, en una reunión realizada en España,2 expuse un resumen y desarrollo de esas tesis que incluyo en la Primera Parte, como ilustración, entre otras cuestiones, del equívoco implicado por la habitual interpretación del término “federalismo” y de los problemas afrontados en el curso del proceso de nacimiento y conformación estatal de los nuevos países. Desde aquella reunión en México, la tesis de la predominancia de las tendencias confederales en la historia de la mayor parte de Iberoamérica fue desplegando su riqueza, como se muestra en los trabajos con los que continué lo expuesto en 1992 y que he reunido en la Tercera Parte de este libro.3


  
La Constitución antes de la Constitución4



  Un requisito indispensable para entender el nacimiento del federalismo bajo formas de confederaciones es el de advertir la vigencia, durante la primera mitad del siglo XIX, de un ordenamiento constitucional, en buena parte no escrito, conocido entonces como “la antigua Constitución”, cuyas pautas formaban el trasfondo de las tendencias confederales.


  Según un tradicional esquema interpretativo, la historia latinoamericana del siglo XIX habría estado dominada por el conflicto de dos realidades antagónicas: el constitucionalismo y el caudillismo. En esta perspectiva, el caudillismo equivaldría a la ausencia de legalidad y fuente de anarquía política. Se trata de un enfoque erróneo que, entre otras cosas, supone que el único ordenamiento constitucional posible es el correspondiente a una Constitución formal, esto es, a un texto escrito, al estilo de las Constituciones estadounidense o francesa. En cambio, una mejor atención a la historia iberoamericana muestra la vigencia de lo que se denomina una Constitución material, es decir, un conjunto de normas, algunas escritas y otras no, provenientes del pasado colonial y poco modificadas luego de las independencias.


  La existencia de una Constitución material fue propia también de la historia europea. Y tanto en ella como en la historia americana se observó el fenómeno de un uso oportunista de la expresión “antigua Constitución” para apoyar la defensa de cualquier interés particular, recurso retórico de antigua data, que ya se registraba en la Grecia clásica. Pero independientemente del carácter oportunista que pudo haber tenido ese uso de la expresión, lo cierto es que en él estaba implícita la real existencia de una Constitución antigua que condicionó la historia de los nuevos países iberoamericanos hasta la sanción de sus Constituciones formales.


  En consonancia con lo apuntado, la historia del siglo XIX iberoamericano es un proceso de intentos reformistas que chocaban con la perduración de una Constitución antigua, una Constitución que puede ayudarnos además a comprender mucho de lo que se ha incluido en el arcaico concepto de caudillismo. Aclaremos que lo que estamos explicando no implica juicios de valor. Las reformas podían ser buenas o malas, las resistencias válidas o no, pero no es posible comprender esa historia si no atendemos a que las resistencias a las reformas, y los conflictos suscitados en torno a ellas, provenían de conductas políticas que, buenas o malas, respondían a normas coherentes de vida social y política y no a tendencias arbitrarias y anárquicas. Sucede que la pasión de líderes centralistas por cimentar la aún débil cohesión política del nuevo Estado nacional los impulsó a desconocer la legitimidad de las posturas de las soberanías locales definiéndolas como expresiones de tendencias anarquizantes derivadas del ansia de poder de los caudillos.


  Es útil recordar, como ejemplo de lo que señalamos, la crítica de Miguel Cané —el autor de Juvenilia y destacado hombre público argentino de fines del siglo XIX y comienzos del siguiente— frente el escenario del federalismo colombiano que había observado durante una misión diplomática en los años 1881 y 1882. Ante los comentarios que su crítica había provocado en el uruguayo Pedro S. Lamas, Cané le escribe aclarando que su postura es firmemente federalista y se defiende con los siguientes argumentos. “Soy un federalista convencido sobre todo en mi país y consideraría un absurdo tan grande pretender implantar en la República Argentina el régimen unitario, como en Francia el régimen federal”. Pero al explicar su concepto de federalismo lo distingue del implicado por la pretensión de las provincias de actuar como soberanías independientes. Su principal objetivo es afirmar la nacionalidad y para eso considera que debe rechazarse tal pretensión: “...dentro de la doctrina misma —escribe—, hay dos tendencias netas; la primera exalta el principio mismo hasta desvirtuarlo, destruyendo la nacionalidad, que es su objeto, en obsequio de las autonomías locales, que solo deben ser el medio. Para mí la idea nacional prima en todo”. Por eso, insiste en reprochar a Lamas, amistosamente, que le haya aplicado el mote de unitario. “¿Me niega Ud. el título de federalista porque arriba de las pequeñas veleidades de soberanía local, pongo la idea soberana de la nacionalidad?”


  Su crítica de la pretensión soberana de las provincias lo lleva a utilizar una curiosa metáfora humorística: “...en qué quedaría la buena reputación de los cielos, como país organizado, si una buena mañana Venus o Júpiter tuvieran la idea de campear por sus respetos?”. Y refuerza su postura con estas palabras: “No me haga, pues, unitario en mi tierra ni en Colombia, porque, como Ud. lo ha dicho muy bien, en política soy bastante positivo y en vez de forjarme teorías con ideas abstractas, acepto los hechos que la geografía y la historia consagran como necesidades humanas. Soy nacionalista, porque creo que sin la nacionalidad predominante no hay vida ni progreso posible”.5


  La “anarquía política” surgía de otro factor, la no observancia de una norma constitucional compartida por todos los protagonistas de esos conflictos, pero frecuentemente violada. Se trata del principio del consentimiento, proveniente del derecho de gentes, que regía tanto el ámbito de lo privado como de lo público. En el mundo de los negocios, por ejemplo, un contrato no es válido si una de las partes ha sido obligada a aprobarlo contra su voluntad. En el ámbito de las relaciones sociales, el matrimonio no es válido si una de las partes contrayentes ha sido obligada, esto es, sin su consentimiento. Podrían seguir muchos otros ejemplos de la vigencia de esta antigua norma del derecho privado romano que fue convertida en norma de derecho público durante la Edad Media. Y es en este ámbito, del derecho público, en el que la historia latinoamericana registra frecuentes violaciones del principio del consentimiento cuando los partidarios del centralismo desconocían las pretensiones soberanas de los pueblos. Por ejemplo, la historia rioplatense, apenas comenzado el proceso de la independencia, registra una violación de ese principio que marcó trágicamente el resto de la primera mitad del siglo XIX. Me refiero al inflexible rechazo de la solución confederal reclamada por pueblos del interior y Litoral rioplatense —entre ellos el Paraguay y la Banda Oriental—, un rechazo que comenzó a manifestarse en 1811 y que dominó en la Asamblea del Año XIII, en el Congreso de Tucumán y en el de 1824-1827.


  Es útil comparar esa historia con la de las ex colonias británicas. Respetando el principio del consentimiento, al año siguiente de su independencia pactaron una confederación que entró en vigor en 1781 y, dadas las notorias deficiencias de las confederaciones para la construcción de un país fuerte, seis años después, mediante la Constitución de Filadelfia, pasaron a organizar el Estado federal que posibilitó el posterior afianzamiento del nuevo país.


  Esta comparación es más que apropiada porque también en la independencia norteamericana un problema central había sido el de la soberanía, esto es, el de la necesidad de conciliar las soberanías de los Estados con la del nuevo Estado nacional. Y la solución encontrada, que marcó rumbos a la reorganización de algunos Estados europeos y a la organización de nuevos Estados latinoamericanos, fue la de una inédita conciliación de los componentes del dilema, conciliación empírica que desafiaba toda teoría al respecto. Esa solución fue la de dar a luz, por primera vez en la Historia, a una nueva forma de organización estatal, el Estado federal, en el que se conjugaba la soberanía de las partes y la soberanía del todo, la del nuevo Estado conocido como Estados Unidos de Norteamérica y la de sus partes constitutivas, los Estados norteamericanos.


  A partir de allí esa nueva forma de Estado fue adoptada, con diversas modalidades según los casos, por los Estados federales que hoy conocemos, como el de Argentina, Brasil, México, Alemania, Suiza, entre otros. Pero, restringiéndonos a los casos latinoamericanos, esta nueva forma estatal dio por resultado en ellos las que suelen ser consideradas como formas imperfectas o fracasadas de democracias representativas. Y es aquí donde el estudio comparativo de los efectos de las antiguas Constituciones adquiere un nuevo interés, además del historiográfico.


  Al respecto, se podría argüir que también en las colonias angloamericanas la revolución y las primeras etapas constitucionales estuvieron apoyadas en la Constitución antigua. Esta característica común implica sin embargo profundas diferencias en ambos casos, diferencias provenientes de la diversidad de sus antiguas Constituciones. Pues basar las normas de derecho público en la tradición limitadora del poder real comenzada con la Magna Carta y culminada en la revolución de 1688 y en la literatura radical británica del siglo XVIII era muy distinto que hacerlo en instituciones propias del absolutismo monárquico como las de las monarquías ibéricas.


  Raíces hispanas de la antigua Constitución


  Es por la incomprensión de esos factores que la historia del nacimiento de la nación argentina sigue presa aún de confusiones. Hemos recordado que en la historiografía argentina ha sido habitual emplear un esquema interpretativo según el cual, desde 1810, el Río de la Plata careció de Constitución y bregó infructuosamente por darse una, desde el intento de la Asamblea del año XIII en adelante. De acuerdo con ese esquema, tendríamos un lapso no constitucional, de 1810 a 1853, y recién en esta última fecha comenzaría la organización constitucional de la Argentina. Pero, de acuerdo con lo ya explicado, este esquema es falso pues, antes de la adopción de las primeras Constituciones formales, la historia de la primera parte del siglo XIX, tanto en el Río de la Plata como en el resto de Iberoamérica, estuvo lejos de haber sido un vacío constitucional. Componentes de esa antigua Constitución provenían del derecho español, desde las partidas de Alfonso X —siglo XIII— hasta la Recopilación de las Leyes de Indias —fines del siglo XVII—, así como de las Ordenanzas de Intendentes —1782-1783—. Esta antigua Constitución rigió en el territorio de lo que sería la Argentina incluso más allá de la Constitución de 1853, al menos hasta el Código Civil de Vélez Sarsfield (1871).


  Fueron las normas de esa Constitución antigua las que guiaron las conductas de los gobernantes, incluso los denominados “caudillos”, conducta que frecuentemente se malinterpretó catalogándola como expresión de arbitrariedades personales. Como he llamado la atención en otros trabajos,6 es muy elocuente comprobar que “caudillos” rioplatenses como el tucumano Alejandro Heredia y el santafesino —y también gobernador de Entre Ríos— Pascual Echagüe eran doctores en teología, graduados en la Universidad de Córdoba, donde realizaron tareas docentes luego de su graduación. El general Paz había hecho estudios de filosofía y cursaba los de derecho cuando los abandonó para sumarse a actividades políticas. El secretario de Artigas, Monterroso, era también graduado de la Universidad de Córdoba donde fue profesor de Filosofía. Por lo general, si no los gobernantes, sí sus asesores solían ser letrados. Todo esto no significa que debamos considerar como “intelectuales” a los mencionados “caudillos” sino advertir que por sus estudios poseían normas de vida social y política correspondientes a la antigua Constitución.


  Si nos limitamos al terreno del derecho privado, la continuidad del derecho español resultaría más comprensible. Pese a la independencia política, el nuevo país carecía de normas jurídicas y constitucionales nuevas, las que recién se lograrían a mediados del siglo. ¿Cómo podrían entonces desarrollarse las actividades jurídicas cotidianas —transacciones comerciales, testamenterías, matrimonios, juicios— sin normas válidas? Lo natural fue la continuidad del ordenamiento jurídico español, al cual se añadirían unas pocas modificaciones luego de 1810. Pero el antiguo derecho español regía no sólo en el ámbito del derecho privado sino también en el del derecho público, también con escasas modificaciones. Así lo recordaba Juan Bautista Alberdi en las Bases...:


  ...nosotros mismos tenemos leyes de derecho público y privado que cuentan siglos de existencia. En el siglo XIV (sic) promulgáronse las Leyes de Partidas, que han regido nuestros pueblos americanos desde su fundación, y son seculares también nuestras Leyes de Indias y nuestras Ordenanzas de comercio y de navegación. Recordemos que, a nuestro modo, hemos tenido un derecho público antiguo. (...) Durante la revolución hemos cambiado mil veces los gobiernos, porque las leyes no eran observadas. Pero no por eso hemos dado por insubsistentes y nulas las Siete Partidas, las Leyes de Indias, las Ordenanzas de Bilbao, etc. Hemos confirmado implícitamente esas leyes, pidiendo a los nuevos gobiernos que las cumplan.7


  Sin embargo, el elenco de componentes de la antigua Constitución no se agota en las fuentes del derecho español y las modificaciones posteriores a 1810. Pero sucede que el contenido de una Constitución material, a diferencia del de una Constitución escrita, no es fácilmente precisable, tal como ocurre en el caso de la Constitución británica, uno de los más frecuentemente aludidos como ejemplo de una Constitución material. Además del caso de la Constitución británica, también vale lo apuntado para el ordenamiento constitucional de las colonias angloamericanas antes de la Constitución de Filadelfia de 1787 o de las anteriores Constituciones de algunos de sus Estados. En los escritos del proceso de la independencia estadounidense es frecuente encontrar referencias a una Constitución no escrita cuyo contenido también era difícil de establecer. En la heterogénea comprensión de este concepto —costumbres, normas prescriptas por el Poder Legislativo, o un cuerpo de principios inmutables más allá del alcance de alguna institución gubernamental—, sobresalía su también variada relación con el derecho tradicional británico conocido como common law y, sobre todo, con el derecho natural. Así, un historiador norteamericano sostenía que al hablarse de una Constitución consuetudinaria no debía confundirse consuetudinaria con “no escrita” pues, además de que la costumbre y la práctica eran fuentes centrales de autoridad para la Constitución material en los siglos XVII y XVIII, existían también una variedad de materiales escritos. Entre esas fuentes escritas, incluía la Magna Carta, la Biblia, leyes claves como la Declaración de Derechos de 1689 (Bill of Rights) y el Acta de Establecimiento (Act of Settlement) de 1701, así como tratados de autores prominentes, particularmente los de Vattel, Pufendorf y Grocio, y trabajos filosóficos, entre los cuales destacaban los de John Locke.


  Este tipo de observaciones es asimismo válida para el caso de los países iberoamericanos, cuyas antiguas Constituciones poseían también variedad de componentes. Podríamos agregar que en Argentina, luego de 1871, pese a estar ya vigentes una Constitución escrita y un Código Civil, los juristas no abandonaron completamente la utilización del antiguo derecho español. No es así casualidad que en seis fallos de la Corte Suprema argentina —el último de 1931— se invocara a las leyes de Indias.


  En suma, para la historia y también para el presente de los nuevos países latinoamericanos resulta de estratégica importancia tratar de explicar las razones de la diversidad de trayectoria y de resultados que muestra en ambos casos la historia del federalismo y del régimen representativo. Es por eso que me ha parecido imprescindible comenzar este libro —en la Primera Parte— con la síntesis de algunos rasgos distintivos de los fundamentos del proceso de construcción de los nuevos Estados en las colonias angloamericanas y con la explicación de sus antecedentes, evitando recaer en las tradicionales especulaciones sobre los diferentes méritos y deméritos de lo que alguna vez se calificó como las “razas” latina y anglosajona, y atendiendo en cambio a un proceso que arranca del distinto resultado que tuvo en uno y otro caso el combate de las metrópolis contra el absolutismo monárquico.


  * * *


  Antes de concluir este Prólogo creo necesario abordar un problema de vocabulario historiográfico que el lector ya habrá advertido, relativo al uso de los términos América Latina e Iberoamérica. Desde los primeros trabajos que escribí sobre la historia de los pueblos que estuvieron bajo el dominio español y portugués decidí reemplazar “América Latina” por “Iberoamérica”. La razón fue que me pareció que ese cambio respondía mejor a la implicación geográfica de esa historia. En cambio, no me ha parecido coherente la crítica a la expresión “América Latina” por haber sido acuñada por autores favorables al imperialismo francés de mediados del siglo XIX, dado que no veo cómo podría excluirse al término Iberoamérica de similares agravios. Y, además, sucede que este vocablo ha sido utilizado también como comprensivo de las metrópolis ibéricas, España y Portugal. De manera que quien quisiera evitar una denominación no contaminada por la actuación de potencias imperiales, debería comenzar por abandonar, no sólo “Latinoamérica” e “Iberoamérica”, sino también “América”, cuyo origen no es sustancialmente diferente si nos atenemos a quién era don Américo Vespucio.


  Por tal razón, privado de lograr un término no contaminado por ninguna fechoría histórica, me he atenido a dos en uso, empleando “latinoamericano”, por razones editoriales, en el título de este libro y, según corresponda, las expresiones iberoamericano o hispanoamericano para designar a personas o territorios que estuvieron sometidos al dominio de las dos monarquías ibéricas; dado que, por otra parte, fueron los términos que utilicé en las publicaciones que reproduzco en algunos de los capítulos que siguen al Prólogo.


  Si bien esos trabajos están parcialmente modificados y actualizados, el lector deberá excusar la recurrencia de algunos de los argumentos centrales del libro —recurrencia proveniente de su originario carácter de textos independientes—, así como las ocasionales yuxtaposiciones de los ámbitos argentino e iberoamericanos cuando las comprobaciones son válidas para los dos.


  Por último, debo agradecer el estimulante apoyo de Roberto Montes, editor a cargo del libro, la invalorable ayuda durante mi trabajo de bibliotecarios y demás personal del Instituto Ravignani, de los bibliotecarios de la Green Library y de la Law Library de la Universidad de Stanford y, muy especialmente, la asistencia de los profesores Nora Souto y Julián Giglio durante la elaboración de la mayor parte de los textos aquí reunidos.


  
     1 El texto fue publicado al año siguiente en una compilación de los trabajos del seminario: José Carlos Chiaramonte, “El federalismo argentino en la primera mitad del siglo XIX”, en Marcello Carmagnani (comp.), Federalismos latinoamericanos: México/Brasil/Argentina, México, El Colegio de México/FCE, 1993; 2a ed., 2011. La cesión de derechos para esa edición me impide reproducirlo en este libro.


    2 “Revoluciones hispánicas: independencias americanas y liberalismo español”, Cursos de Verano de la Universidad Complutense de Madrid, San Lorenzo de El Escorial, 26 a 30 de julio de 1993.


    3 Véase, por ejemplo, la aplicación de esa tesis al caso mexicano: Timothy Anna, Forging México. 1821-1835, University of Nebraska, 1998.


    4 El apartado que sigue reproduce parte de un texto publicado en Ñ. Revista de Cultura, el 12 de octubre de 2013. El mismo es un resumen de lo expuesto en mi artículo “The ‘Ancient Constitution’ after the Independences (1808-1852)”, Hispanic American Historical Review, vol. 90, N° 3, agosto de 2010. Versión en español del mismo artículo: “La antigua Constitución luego de las independencias, 1808-1852”, Desarrollo Económico, Buenos Aires, N° 199, vol. 50, octubre-diciembre de 2010.


    5 Miguel Cané a Pedro S. Lamas, Viena, archivo personal. La fecha es ilegible, aunque la carta puede ubicarse entre el fin de su misión en Venezuela y Colombia y otra carta a Lamas de 1885. La crítica de Cané al federalismo puede verse en su libro En viaje (1883-1903), Buenos Aires, Elefante Blanco, 1996, pp. 167 y ss.


    6 J. C. Chiaramonte, “The ‘Ancient Constitution’ after the Independences (1808-1852)”, ob. cit.


    7 J. B. Alberdi, Bases y puntos de partida para la organización política de la República Argentina, Buenos Aires, Plus Ultra, 1994, 7a ed., p. 259.

  


  
PRIMERA PARTE


Las independencias anglo e hispanoamericanas



  
I. FEDERALISMO Y RÉGIMEN REPRESENTATIVO EN LAS EX COLONIAS ANGLO E HISPANOAMERICANAS8



  La gestación y el desarrollo de las independencias iberoamericanas conforman todavía, pese al tiempo transcurrido, un asunto problemático. En los últimos años, su relevancia fue estimulada por las conmemoraciones del bicentenario de la mayoría de esas independencias. Pero en la medida en que han sido condicionadas por los sentimientos de identidad nacional y por la utilización política de ellos, esas conmemoraciones no siempre han resultado provechosas para los avances de la historiografía.


  Sin embargo, esos condicionamientos provenientes del nacionalismo político no son los únicos que afectan nuestro tema, pues también lo influyen prejuicios provenientes de otros enfoques ideológicos de la historia. Entre los asuntos más afectados por esos prejuicios se encuentran la adopción de regímenes representativos y de formas federales de organización estatal, cuestiones cuya mejor comprensión permitiría no sólo avanzar en el conocimiento del proceso histórico de las independencias, sino también ayudarnos a aclarar las razones del funcionamiento defectuoso del federalismo y del régimen representativo en Iberoamérica hasta el presente.


  Aclaremos por último que, pese a las características que diferencian a Brasil del resto de Iberoamérica —entre ellas, las de su más tardía independencia y la del régimen monárquico que instauró—, gran parte de lo que sigue posee validez para su caso.


  Razones de la comparación 


  La instalación en casi todos los nuevos países iberoamericanos de regímenes republicanos basados en el sistema representativo con división de poderes, por una parte y, por otra, la adopción en ellos del federalismo, transitoria o definitivamente, hace que la comparación de sus independencias con las de las ex colonias angloamericanas resulte imprescindible.


  Pero en la historiografía iberoamericana, la disparidad de resultados obtenidos en ambos casos ha obstaculizado esa comparación, posiblemente por el temor a que pudiese herir sentimientos que, de alguna manera, para los países provenientes del dominio de la monarquía española, son partes componentes de la identidad nacional. El sesgo que impuso el bienintencionado propósito de contrarrestar los ecos de la “leyenda negra” ha tendido a opacar la sustancial diferencia de esas historias de las metrópolis y, por lo tanto, ha perjudicado la comprensión de la especificidad de la historia de ambos conjuntos de colonias. El caso es que la derrota de las tendencias absolutistas de la monarquía inglesa, en el curso del proceso que arranca en la Magna Carta y culmina con las guerras civiles del siglo XVII, algo que no sucedió en las monarquías del continente, y el consiguiente triunfo de una organización institucional tendiente a implantar el principio del consentimiento como fundamento de la vida política, repercutió en la historia de sus colonias de una forma que se puede caracterizar, resumidamente, como el desarrollo de prácticas de gobierno representativo que condicionarían profundamente la historia de la independencia y del nuevo Estado nacional al ratificarse la Constitución de Filadelfia.


  Uno de los efectos de esa inquietud por el resguardo de la identidad latina al que hemos aludido ha sido la afirmación de la originalidad del sistema federal elegido para la construcción de los Estados nacionales iberoamericanos, reaccionando contra criterios expuestos en el siglo XIX que adjudicaban la adopción de la vía federal a la sola influencia del federalismo norteamericano. Ejemplos de esta temprana interpretación del carácter de los nuevos Estados nacionales —en los que el federalismo fue una opción, triunfante o no— se pueden encontrar por doquier. Así, historiadores chilenos, para explicar la eclosión del federalismo en los años anteriores al régimen portaliano, se concentran en la influencia de los EE.UU. y, especialmente, en la actuación de sus diplomáticos. En México, Justo Sierra afirmaba que los federalistas, “valiéndose del ejemplo que nos daba con su gigantesco progreso la federación americana, decidieron al Congreso republicano a decretar el año de 1824 una Constitución federal”. En Argentina, Sarmiento afirmaba en 1853 que la Constitución federal recién promulgada era copia lisa y llana de la norteamericana, cosa de la que se felicitaba.9 Lo cierto es que ni el proceso constitucional iberoamericano tuvo la originalidad reclamada por algunos de sus historiadores, ni fue ajeno al influjo del federalismo norteamericano. Y para comprender esto es indispensable apelar a la sustancial distinción de confederación y Estado federal, de la que me he ocupado en otros trabajos.10


  La atribución del federalismo al ejemplo norteamericano desconocía que en Iberoamérica las tendencias habitualmente denominadas federales eran mayoritariamente confederales y surgían de los intereses de entidades políticas —ciudades, provincias— que se consideraban soberanías independientes. Interesadas en lograr alguna forma de unión con sus vecinas sin comprometer esa independencia soberana, esas ciudades y/o provincias recurrieron a la solución confederal, tema obligado de los tratados políticos de los siglos XVII y XVIII, a la que también habían recurrido los colonos angloamericanos. Desde la liga aquea hasta la confederación de los cantones suizos, los ejemplos históricos abundaban y eran reiteradamente evocados. De manera que las entidades soberanas iberoamericanas que habían adoptado inicialmente la solución confederal no tenían sólo el reciente ejemplo norteamericano, puesto que las confederaciones fueron desde antiguo un tópico de los tratados políticos —aunque criticadas como proclives a la anarquía, por los riesgos de la lucha entre sus Estados componentes, o por hacerlos víctimas del dominio del más poderoso—.11


  De la confederación al Estado federal en Angloamérica


  Luego de lo ocurrido en Filadelfia, que implicó el abandono de la unión confederal para dar paso a una nueva forma de organización política, el Estado federal, el éxito del federalismo norteamericano a lo largo del siglo XIX comenzó a atraer la atención de los políticos latinoamericanos y se convirtió en un ejemplo a seguir en la elaboración de sus Constituciones. Pero aquellos que encomiaban el ejemplo del federalismo norteamericano, en realidad estaban contemplando el resultado de la Constitución de Filadelfia sin percibir, salvo excepciones, la diferencia entre la previa confederación y el posterior Estado federal.12 Es decir que en Iberoamérica, la solución confederal, inicial alternativa adoptada para la naciente unión de las colonias en su lucha contra la metrópolis, se prestigiaba por no advertirse que lo elogiado de los Estados Unidos era efecto del Estado federal que había reemplazado a la Confederación.13


  Lo cierto es que en la historia de los países iberoamericanos que adoptaron el federalismo para la conformación de sus Estados nacionales, o que aun optando por un Estado unitario habían albergado fuertes tendencias federales, no se puede obviar el hecho de que el Estado federal fue una innovación histórica norteamericana, nacida con la Constitución de Filadelfia. Por lo tanto, ese patrón constitucional norteamericano —régimen representativo, republicano y federal, con división de poderes, sistema bicameral, judicial review y Corte Suprema de Justicia, entre otros— no puede ser desconocido, sin perjuicio de reconocerse la existencia de otras influencias constitucionales.14


  Por otra parte, es de advertir también que mientras la revolución norteamericana se legitimaba al afirmarse en el orden jurídico existente, parte de las iberoamericanas tuvieron que proponerse revoluciones a la francesa, y resultaron generalmente incompletas o fracasadas. Es sabido que tanto el derecho privado como el derecho público español perduraron durante casi toda la primera mitad del siglo XIX, realidad a la que, en el caso argentino, Esteban Echeverría aludió con su conocido lamento de que las cadenas de España no nos oprimen pero sus tradiciones nos abruman.15


  Características de la formación política de las élites anglo e hispanoamericanas


  Entre las particularidades de la revolución norteamericana merecen destacarse las resumidas por Gordon Wood al compararlas con las de otras revoluciones de siglos anteriores o posteriores, observando, entre otras cosas, la inexistencia en la norteamericana de la política de terror, de supresión física de los adversarios y destrucción de sus propiedades.16 Estas observaciones sobre la ausencia de los caracteres sangrientos de muchas revoluciones, entre ellos los que abundaron en las independencias iberoamericanas, poseen indudable relación con otra característica del proceso de independencia norteamericano, como es la preferencia por la negociación, por el compromiso, que traduce una postura pragmática frente a la divergencia de intereses y principios éticos en aras de los resultados políticos necesarios.17 Esto resalta, por ejemplo, en el hecho de haberse adoptado inicialmente una solución confederal para llevar adelante los comienzos del proceso independentista, así como en el pronto e incruento tránsito, si bien no desprovisto de aristas conflictivas, de la Confederación al Estado federal.


  Advirtamos que al comienzo del proceso que llevó a la independencia de las colonias angloamericanas, los protagonistas eran Estados, no ciudades como en el Río de la Plata y otras regiones de Iberoamérica —salvo México, donde el régimen de las diputaciones provinciales, durante la vigencia de la Constitución de Cádiz hasta su tardía independencia en 1821, contribuyó a dar forma estatal a las mismas, y Brasil, por las peculiaridades de su independencia—. Así, por ejemplo, los diputados que conformaron las primeras juntas de gobierno en diversas regiones iberoamericanas eran apoderados de los Ayuntamientos de las ciudades principales. Esas juntas estaban constituidas por representantes de ciudades, mientras que el Congreso Continental norteamericano se componía de diputados de Estados.


  Pero es de advertir que la distinción engloba dos realidades distintas. Una, la de la diversa dimensión y complejidad institucional que distinguiría a un Estado de una ciudad-Estado, si se prefiere esta denominación. La otra es la de su diversa naturaleza política. Mientras las ciudades iberoamericanas, incluso cuando ya se habían asumido como entidades soberanas en los comienzos de las independencias, poseían un régimen político caracterizado por el dominio de un Ayuntamiento, cuya jurisdicción no era sólo urbana sino también rural, y un sistema de elección por cooptación de los miembros del Ayuntamiento, cada uno de los Estados angloamericanos, en el momento de su independencia, conformaba una especie de república con una rudimentaria división de poderes y poseía para la elección de sus asambleas un procedimiento de comicios.18


  Ese desarrollo institucional de las colonias angloamericanas, que se correspondía con el crecimiento de sus economías, habría de conferir mayor personalidad política a cada uno de los Estados integrantes del futuro Estado federal, otorgando así mayor consistencia al funcionamiento del federalismo. Esto es, una consistencia que se traduciría en la real vigencia de las atribuciones soberanas constitucionales que conservaron los Estados. Como ha sido frecuentemente señalado, las colonias norteamericanas habían desarrollado rasgos que las distinguieron fuertemente de las sociedades europeas contemporáneas y también de las iberoamericanas. Aquellas tendieron a desarrollar estructuras más abiertas, menos rígidas y sin grandes brechas entre ricos y pobres, pues carecían de una aristocracia hereditaria, así como de la pequeña nobleza que existió en algunos dominios iberoamericanos. Las características de su economía y de la menor injerencia en ellas de la metrópolis les permitieron una importante acumulación de riqueza que incidiría decisivamente en el fortalecimiento del futuro Estado nacional. Otra diferencia con las colonias ibéricas, donde la vida religiosa estaba fuertemente controlada por una sola Iglesia, intolerante con las heterodoxias y firme apoyo de la monarquía, era la diversidad de credos religiosos y su menor poder, comparativamente con el de la Iglesia Católica en las colonias iberoamericanas.


  En cuanto concierne a la vida política, la expansión económica y el crecimiento demográfico de las colonias angloamericanas posteriores a 1650 fueron acompañados por el desarrollo de una forma de gobierno colonial que favorecía la autonomía local. Desde el comienzo disfrutaron de mucha mayor autonomía política que las colonias ibéricas y de prácticas representativas desconocidas en ellas. La autoridad de Inglaterra sobre sus colonias era descentralizada, lo que favorecía esa autonomía.19 De tal manera, a fines del siglo XVII los colonos habían consolidado su derecho a un papel central en el gobierno de las colonias y se consideraban súbditos con condiciones y derechos iguales a los de la metrópolis.20 Es así que el rasgo distintivo sustancial de la primera etapa de gobierno colonial consistió en el surgimiento de instituciones representativas, las asambleas, mediante las cuales los colonos tuvieron fuerte presencia en ese gobierno.


  Las asambleas de los colonos semejaban una serie de pequeños Parlamentos. Los primeros líderes políticos de los colonos estaban atentos a los asuntos en Inglaterra, alertas a los poderes del Parlamento inglés y seguían estrechamente los pasos de su “gran prototipo, la Casa de los Comunes”. Su cualidad de modelo le hizo ganar al Parlamento británico el apodo de Mother of Parliaments, expresión que aludía a su carácter de ejemplo para las legislaturas de los dominios con autogobierno y para las experiencias parlamentarias de otros países.21 Las asambleas, que impusieron limitaciones a los poderes del gobernador, conformaron cuerpos legislativos elegidos por un electorado colonial. Pese a que el sufragio era calificado, limitado a los varones propietarios —o en Massachusetts, sujeto a su calidad de miembros de la Iglesia—, como la disponibilidad de tierra era amplia, fue generalmente extenso, alcanzando entre el 50 y el 80% de la población blanca de varones adultos.22 Las asambleas se comportaban cada vez más como encarnación de los “derechos de los ingleses al gobierno por consentimiento” y a funcionar sin interferencia real, según el modelo de gobierno de la metrópolis. El gobernador y su Consejo fueron considerados el equivalente colonial del rey y su consejo privado, y la asamblea fue equiparada a la Cámara de los Comunes inglesa. Ellas obtuvieron el control de la recaudación y del gasto, a la manera de los Comunes, y se negaron a proveer recursos o aprobar gastos que no pudiesen controlar, lo que les confería una importante fuerza política.


  Esta situación era muy diferente de la de Iberoamérica, donde los súbditos no poseían una estructura institucional local para controlar la recaudación y la inversión de los impuestos —con excepción de los regulados por los Ayuntamientos u ofrecidos en subasta—, los que eran colectados por oficiales reales e ingresados a la Real Hacienda —o Tesoro Real en Brasil —. En las colonias angloamericanas el derecho de deliberación en cuestiones tributarias, que fue gradualmente institucionalizado, constituyó así un rasgo de la mayor trascendencia.23


  Diferencias de la vida intelectual y política en ambas colonias


  Otra de las evidentes diferencias en la gestación de ambas revoluciones es el carácter de la vida intelectual y política en las colonias, condicionadas por las diferentes historias de ambas monarquías, en especial con respecto a las doctrinas y prácticas tendientes a la limitación del poder del monarca. Se trata de algo que había percibido ya Voltaire al explicar al público francés, en 1732, su particular visión de Inglaterra luego del regreso de su viaje.24 Se trata también de lo que, sintética y agudamente, apuntaría el destacado norteamericano Edward S. Corwin al señalar, respecto de la Edad Media, que cuando acerca del continente se habla de ideas, respecto de Inglaterra se habla de ideas e instituciones, esto es, de realidades.25


  En la cultura política de los colonos angloamericanos estaban vivas en vísperas de la independencia no sólo las concepciones políticas en que se apoyaba esa limitación del poder real sino también la conciencia derivada de la práctica de la misma. Los colonos se apoyaban en el derecho consuetudinario inglés —el common law— que realzaba los derechos individuales frente al Estado y que para defender la libertad individual contra las usurpaciones del poder proveía procedimientos tales como el juicio por un jurado integrado por ciudadanos comunes en lugar de un juez nombrado por las autoridades. Por último, cuenta la influencia del pensamiento radical inglés del siglo XVII y comienzos del XVIII que, durante la intensa discusión política estallada décadas antes de la independencia, les proporcionó argumentos para enfocar su conflicto con la metrópolis, como se comprueba en la abundante folletería y hasta en los sermones de los predicadores.26 La censura de ese radicalismo a la monarquía Hannover, ampliamente leída en la colonia, alimentaba y justificaba una actitud crítica frente al gobierno metropolitano.27


  Censura, autocensura y libertad de expresión


  Una bibliografía de los panfletos publicados por colonos angloamericanos entre el 1° de enero de 1764 y el 30 de diciembre de 1783 incluye aproximadamente 1400 títulos en unas 2350 ediciones. Estas cifras nos dan una primera impresión de la intensidad de la inquietud política existente en las colonias, así como de la relativa libertad para expresarla.28 Catorce de esos panfletos, aparecidos en 1758 y concernientes a la querella de los colonos con el parlamento británico, fueron reproducidos por Bernard Bailyn en un volumen publicado en 1965.29


  De muchos de esos textos surgen dos grandes rasgos que reflejan el desarrollo político de las colonias. Uno es la afirmación de la validez para los colonos de los derechos que los ingleses fueron conquistando a partir de la Magna Carta30 y, en base a ellos, la discusión de la legitimidad de las atribuciones del Parlamento británico para imponer tributos a las colonias. Al respecto, se consideraba que el Parlamento violaba el derecho fundamental de los ingleses, emergente de su Constitución: “que todos los hombres bajo ella nacen libres, sujetos sólo a las leyes hechas con su consentimiento, y no pueden ser privados del beneficio de esas leyes sin transgredirlas”.31


  Pero de esa discusión surgía inevitablemente otro rasgo de más larga proyección, la preocupación por la naturaleza y sede de la soberanía. Era éste un asunto que preocuparía también a los iberoamericanos, aunque medio siglo después al estallar sus independencias que, como es conocido, fueron más una inesperada consecuencia de la crisis de las monarquías ibéricas que fruto de un largo conflicto, como en cambio fue el caso de la norteamericana. Al compás de un intenso debate y asumiendo los derechos que el proceso de limitación del poder monárquico había conferido a los ingleses, los colonos adquirieron una autonomía intelectual que les permitió generar un ambiente de discusión política sin censura ni autocensura, excepto en algunas cuestiones relativas al culto religioso y a la figura del monarca.


  En cambio, el peso del absolutismo monárquico y de la Iglesia limitó esa posibilidad y produjo en España y sus colonias, además de una censura, si bien no siempre rigurosa, una autocensura nociva para el debate político. Es cierto que muchas obras de autores ilustrados, en su mayoría franceses, circulaban por España y sus colonias, pero esa circulación era por lo común clandestina, y esa clandestinidad, aunque a veces tolerada informalmente por la censura borbónica, se correspondía con la limitación de su uso en textos públicos. Respecto de los efectos de la autocensura en España, escribía Cadalso, uno de los más agudos críticos de la sociedad hispánica en el siglo XVIII, que “muchos hombres, cuyas composiciones serían útiles a la patria, las ocultan; y los extranjeros, al ver las obras que salen a luz en España, tienen a los españoles en un concepto que no se merecen [...] pues quedan escondidas las obras que merecerían aplausos”.32 Los lamentos de Cadalso traducen una compleja realidad en la que mientras una buena parte del público lector español tenía acceso a la literatura prohibida, a veces hasta con velada tolerancia del Consejo de Castilla —uno de los dos instrumentos, junto a la Inquisición, de la censura española—, carecía en cambio de la posibilidad de exponer en público el resultado de sus lecturas”.33 Hubo sí en España durante el siglo XVIII expresiones de disgusto por la falta de tolerancia, pero sin mayor efecto, y recién en la segunda mitad del siglo XIX se lograrían unas pocas leyes que gradualmente admitirían la pluralidad religiosa y la libertad de cultos.34


  Pero hay otra característica de la debilidad de la cultura ilustrada española que es sugestiva. Se trata de la grave preocupación entre los ilustrados mismos por evitar que las nuevas ideas llegaran al pueblo. Es cierto que esa preocupación no era privativa del mundo hispánico, como surge de notar la similitud de la opinión del político y literato británico Horace Walpole con la del fiscal de la Audiencia de Charcas y profesor en la universidad de la misma ciudad, Victorián de Villava, en referencias relativas a la utilidad de la religión para mantener al pueblo en sumisión. “Horace Walpole, que tenía un sentido sin rival de las convenciones sociales, decía que la única razón por la cual iba a la iglesia era para dar un buen ejemplo a sus criados.” Mientras que Villava escribía que “...no dudo que no hay ateo por convencido que esté de su dogma que quiera tener criados materialistas”.35 Merece destacarse en este punto que el criterio del célebre benedictino Benito Jerónimo Feijoo era, aunque más amplio, también coincidente. En ocasión de haber sido increpado por publicar sus artículos en castellano y no en latín, en virtud del riesgo que entrañaba poner algunas ideas al alcance del pueblo, aunque no admitió la objeción, afirmaba que “ni en latín deben salir al público, pues harto vulgo hay entre los que entienden este idioma: fácilmente pasan de éstos a los que no saben más que el castellano”.36


  Como nos lo muestra la anécdota de Walpole —que refleja algo no excepcional en la Europa del siglo XVIII—, esta preocupación era común en ambas culturas. Sin embargo, puede presumirse que su menor efecto en las colonias angloamericanas provendría del hecho de haberse desarrollado allí una sociedad no estamental, con una brecha entre ricos y pobres mucho menor que la propia del mundo iberoamericano. Esta menor amplitud de las desigualdades sociales disminuiría el riesgo de exponer públicamente conceptos políticos radicales y habría contribuido a la mayor desenvoltura en el tratamiento de los problemas atingentes al ejercicio del poder.


  De tal manera, al comparar textos escritos en Iberoamérica durante el siglo XVIII con los de Angloamérica, se percibe que los últimos traducen un mundo intelectual en el que la discusión de problemas políticos y aun religiosos tiene mucho más campo de desarrollo.37 No sólo el contenido de la abundante folletería política de los colonos angloamericanos, sino también el tono con que se abordaban los problemas en debate, trasunta esa amplitud así como una natural conciencia de los derechos individuales. Asimismo, la consistencia de los escritos de Madison, Hamilton, Jefferson o Adams, entre otros, es también testimonio de la profundidad de la elaboración política.


  El contenido de la mayoría de los panfletos de los colonos mencionados ha sido extensamente analizado en la historiografía norteamericana.38 El disparador de muchos de ellos fue la imposición, por el Parlamento británico, de gravámenes que los colonos no quisieron soportar y denunciaron como ilegítimos. Por otra parte, estas medidas de la metrópolis anticipaban un cambio sustancial en las relaciones con las colonias, que desde las dos últimas décadas del siglo habría de adquirir una modalidad más intrusiva.39 La reacción de los colonos a estas imposiciones fiscales que lesionaban seriamente su comercio exterior fue intensa y dio lugar a esa notable serie de documentos en los que a partir de discutir la legitimidad de aquellos gravámenes se arribaba al análisis de cuestiones referidas al ejercicio de la soberanía y a las relaciones de las colonias con la metrópolis. De manera que en el momento en que comenzó el proceso independentista había ya una elaboración local de los problemas políticos que no se limitaba a la simple reproducción de las ideas en boga en Europa.
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